Salta, 18 de Julio de 2.006
 
 
AL PRESIDENTE DEL 
COLEGIO DE ABOGADOS  DE LA
PROVINCIA DE SALTA
DR. MARTIN MANUEL DIAZ
SU DESPACHO
 
 
                             MIGUEL HUGO ROJO CUIL Nº 20-10.856.490-4  con domicilio real y legal en Manzana 27 Casa 10 – Grupo 648 Barrio Castañares, CRISTINA DEL VALLE COBOS CUIL Nº 27-11.834.143-6 con domicilio real y legal en Pasaje Marcos Paz Nº 1.758 y SERGIO GERARDO IBARRA CUIL Nº 23-10.399.434-9, con domicilio real y legal en Block 14 - 3º Piso - Dpto. 1 - del Barrio Don Emilio, todos de esta Ciudad, mail: miguelhrojo_@hotmail.com, trabajadores de planta permanente de la Administración Pública Provincial; nos dirigimos a Ud. y por su intermedio a los demás integrantes de ese Colegio, a los fines de hacerles conocer una situación irregular o ilícita de funcionarios del Poder Ejecutivo Provincial. Y analizada la misma, en función de la Institución que aglutina a los profesionales peritos en el derecho, puedan expresar su opinión públicamente al respecto.                             
 
                             Así, pasamos a relatar en que consiste tal ilícito. El Director General de la Dirección General de Rentas de la Provincia, Sebastián Saravia Tamayo, impartió una orden verbal, a través de un tercero, a nuestra compañera de trabajo responsable del Archivo de la Repartición, para que la misma haga entrega de la documentación del Estado Provincial de esa Área, sin instrumento alguno que deje constancia de la misma, a la Empresa privada de Plumada S.A. Cuya actividad comercial principal es, Venta al por mayor de productos alimenticios, y secundaria, servicio de transporte urbano, a nivel local. Y a nivel Convenio Multilateral, su actividad principal es, transporte automotor de cargas, y secundaria, servicio de almacenamiento y depósito. Así, entre las tres semanas anteriores a la actual, personal ajeno a la Dirección General de Rentas, por sus propios medios recopilaban y manipulaban información a su libre albedrío -transgrediendo la confidencialidad y supuestamente para cubrir defraudaciones u otros ilícitos-, para embalar la documentación pública de la Dirección y retirarla en cajas con el nombre de Plumada S.A. Incluso ya se habría retirado una parte de la documentación. Se adjuntan fotografías.
 
                             En una situación similar, en la Secretaría de Obras Publicas del Ministerio de Hacienda y Obras Públicas de la Provincia,  la Empresa Privada Archivos de Salta S.A., de actividad comercial de servicios empresariales, el 29 y 30 de mayo del corriente año, retiró documentación patrimonio del Estado Provincial en cajas comunes y paquetes. De igual forma, el día 10 de julio del corriente año, siguieron retirando documentación y para posteriormente retirarla o transportarla en una camioneta marca chevrolet con la patente XBI 353. 
 
                             Un instructivo del Área, aduce que se firmó un “Contrato de Depósito” con la Empresa mencionada precedentemente. En su mayoría, expedientes relacionados a las obras públicas supuestamente ya ejecutadas por orden de la Provincia. Dicha documentación se encontraba ordenada en cajas en el pasillo de dicha Secretaría. Días antes del primer retiro, visitaba el lugar dando instrucciones al respecto, a la C.P.N. María Nélida Maero de Ceriani, el Senador provincial por Capital, Fernando Yarade. Y durante la semana anterior a la presente, también se habrían impartido órdenes en la Contaduría General de la Provincia, para que el personal prepare la documentación pública para archivo del área y otras, para hacer entrega de la misma a la Empresa privada Plumada S.A.  
 
                             También a través del medio escrito de difusión y circulación masiva de la Ciudad de Salta-Capital, Nuevo Diario, de fecha 26 de junio del corriente año, tomamos conocimiento que, el Instituto Provincial de Salud (IPSS), estaría abonando una suma mensual de veinte mil pesos ($ 20.000) a la firma de Venta al por mayor de productos alimenticios y transporte de cargas, Plumada S.A. -no especifica el concepto-, supuestamente estaría relacionado  con el archivo de documentación pública del Organismo Descentralizado. 
 
                             Con respecto al Decreto Nº 1.198 del Poder Ejecutivo Provincial, del 14 de junio de 2.005, que ratifica un Contrato de Promoción Industrial celebrado entre el Gobierno de la Provincia de Salta y la firma de transporte de carga Plumada S.A. y las disposiciones contenidas en la Ley Nº 6.025 de Promoción de la Actividad Industrial -suspendida por la Ley Nº 6.583 de Emergencia Económica en el año 1.990 y excluida de la misma, por la Ley Nº 6.978 de 1.998- y su modificatoria Ley Nº 7.281.
 
                             Y que la firma “inversora” propone la construcción y ejecución de un Proyecto de Inversión denominado “Logística, Almacenamiento Industrial y Archivo de Documentación”.
 
                             Además, entre otros argumentos sostiene: “Que la Ley Nº 6.025 de Promoción de la Actividad Industrial para la Provincia de Salta tiene como objetivos entre otros, los de promover la expansión de la capacidad industrial de la provincia, alentando la participación de la empresa privada en este proceso, fomentando una equilibrada instalación en su territorio”.                             
 
                             “Que encontrándose cumplidos los objetivos y requisitos previstos por la normativa vigente, en el proyecto de inversión presentado por la firma Plumada S.A. …”.                             
 
                             A nuestro modesto entender y conocimiento, la guarda o resguardo de la documentación pública a cargo del Estado Provincial, expresamente establecido constitucional y legalmente,   nada  tiene  que  ver con la de fomentar -mediante un Contrato de Promoción Industrial- la expansión de la capacidad industrial de la actividad privada en la Provincia. Los documentos producidos por los tres poderes son patrimonio del Estado. Tampoco la Ley Nº 6.025 prevé fomentar actividad privada alguna relacionada con la guarda o resguardo de documentación publica.                                 
 
                             Así, además de consumarse el significativo y fundacional ilícito referido a la guarda de la documentación  patrimonio del Estado Provincial, por Empresas Privadas y las pagas ilegales que se habrían realizado. También puede ocurrir una  situación de inestabilidad de los trabajadores de aquellas áreas de los Archivos que pasarían ilícitamente bajo control de la actividad  privada.                  
                             
                             Así, el artículo 167º de la Ley de Procedimiento Administrativo de la Provincia, expresa: “Toda persona o entidad que tuviere conocimiento de la violación del orden jurídico por parte de órganos en funciones administrativas, podrá denunciarla conforme a las prescripciones de este Capítulo”.
 
                             También, es necesario recordar que el inciso b) del artículo 16º de la misma norma, taxativamente establece: “Frente a órdenes manifiestamente ilegítimas en su forma o contenido, los subordinados tienen el deber y el derecho de desobediencia. El cumplimiento de órdenes manifiestamente ilegítimas no exime de responsabilidad”.
 
                             El Artículo 11º de la Ley Nº 5.546 que se refiere al Estatuto del Empleado Público Provincial, también expresamente sostiene: “Son obligaciones del empleado las que a continuación se detallan:”. “Obedecer las ordenes recibidas, observando las siguientes reglas:”. “1) Que la orden emane de un superior jerárquico con jurisdicción y competencia. Que se refiera al servicio y por actos del mismo. Que no sea manifiestamente ilícita”.                             
 
                             En efecto y rigor, el tercer párrafo del artículo 52º de la Constitución de la Provincia de Salta, expresamente afirma: “El acervo histórico, arqueológico, artístico y documental forma parte del patrimonio cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado”.
 
                             El propio Poder Ejecutivo de la Provincia al promulgar y observar algunos artículos de la Ley Nº 7.092, mediante Decreto Nº 2.375 de fecha 07 de setiembre de 2.000, que se refiere a la creación del Sistema Provincial de Administración de Documentación y Archivo, según Boletín Oficial Nº 15.985, Expediente Nº 90-14-264/00, entre sus argumentos, ratifica:
 
                             “Que el Art. 52 de la Constitución Provincial, señala: ‘el acervo histórico… y documental, forma parte del Patrimonio Cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado. En idénticos términos refiere la Ley Nº 6.649 del Patrimonio Cultural de la Provincia. Lo expresado no hace más que ratificar, la valorización y el aprecio del Estado Provincial, a su patrimonio cultural…”.
 
                             En la mencionada Ley Nº 7.092, ninguno de sus artículos, tampoco hace alusión alguna de que la documentación patrimonio del Estado Provincial sea resguardada por Empresas privadas. Tal es así que en el artículo 1º se refiere a la creación del Sistema Provincial de Administración de Documentación y Archivo (SIPADA). Y en los artículos 6º, 7º y 8º de dicho instrumento legal, se refiere a la creación de un Archivo Central en cada uno de los Poderes del Estado -Judicial, Legislativo y Ejecutivo-, a la creación de archivos sectoriales y a uno permanente denominado Archivo Histórico, que será el repositorio final constitucional y legal del patrimonio documental de la Provincia. 
 
                             Más aún, en el artículo 20º de la misma Ley Nº 7.092, taxativamente expresa: “Los documentos originales archivados en los archivos públicos del Estado Provincial, no podrán ser retirados en forma definitiva de esos repositorios, sin excepción”.
 
                             Además, el artículo 1º de la Ley Nº 6.649, de Patrimonio Cultural de la Provincia, establece: “El acervo paleontológico, artístico e histórico documental forma parte del patrimonio cultural de la Provincia y está bajo la guarda del Estado Provincial de acuerdo a las normas de la presente ley, siempre que se encuentre bajo su jurisdicción o que hayan sido extraídas o se extraigan del territorio de la provincia de Salta”.
 
El artículo 8º de la misma ley expresa: “Las autoridades de aplicación de la presente ley son:
-Para el acervo paleontológico y arqueológico, el Museo de Antropología;
-Para el acervo artístico, la Dirección General de Cultura;
-Para el patrimonio histórico-documental, la Dirección General de Cultura y el Archivo Histórico de la Provincia”.
 
                             Así -para nosotros-, ante esta situación literal de ilegalidad o ilícito o delito constitucional, respecto a la guarda de la documentación patrimonio del Estado Provincial por Empresas privadas con actividades comerciales que constitucional y legalmente nada tienen que ver con la guarda de documentación pública, solicitamos a Uds., nos hagan llegar su opinión y/o se expresen públicamente sobre la constitucionalidad y/o legalidad o no de ésta situación. Así quedamos a vuestra disposición para las aclaraciones que correspondan, o lo que consideren conveniente. El único propósito que nos anima y perseguimos, es que todas las acciones públicas se realicen en el marco del estado de derecho. Como estimamos, es el mismo deseo de esa Institución. 
 
                             Sin otro particular, saludamos a Ud. atentamente.
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